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Bogotá D.C. 
Diciembre 30 de 2020  
 
SEÑOR 
TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ (REPARTO) 
   
REFERENCIA: Acción de tutela 
ACCIONANTE: Save Colombia Company S.A.S. en reorganización. 
ACCIONADO: Juzgado 21 Civil del Circuito de Bogotá. 
 
Juan Diego Pedroza Cortés, mayor de edad, identificado con Cédula de Ciudadanía No. 79507258 de Bogotá D.C. 
actuando como promotor de la compañía SAVE COLOMBIA COMPANY S.A.S. EN REORGANIZACIÓN, 
acudo ante su despacho con el fin de interponer ACCIÓN DE TUTELA contra el JUZGADO VEINTIUNO (21) 
CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ con el objetivo de que se protejan los derechos a la administración de 
justicia y al debido proceso consagrados en la Constitución Política de 1991. Lo anterior con fundamento en los 
siguientes:  
 

HECHOS 

1. El 25 de abril del 2019 la Superintendencia de Sociedades mediante providencia No. 460-003372 admitió a 
SAVE COLOMBIA COMPANY S.A.S., compañía que represento, en proceso de reorganización. En dicha 
providencia, se estableció: 

Decimotercero. Ordenar al representante legal quien cumple funciones de promotor comunicar a todos 
los jueces y autoridades jurisdiccionales, a las fiduciarias, a los notarios y cámaras de comercio que 
tramiten procesos de ejecución, de ejecución de garantías, de jurisdicción coactiva del domicilio del 
deudor y a todos los acreedores de la deudora, sin perjuicio de que se encuentren ejecutando su garantía 
por medio de mecanismo de pago directo lo siguiente: 

a. El inicio del proceso de reorganización. Para el efecto deberá transcribirse el aviso expedido por esta 
entidad. 

b. La obligación que tienen de remitir a este Despacho todos los procesos de ejecución o cobro que 
hayan comenzado con anterioridad a la fecha de inicio del proceso de reorganización y advertir sobre 
la imposibilidad de iniciar o continuar demanda de ejecución o cualquier otro proceso de cobro contra 
el deudor, en los términos del artículo 20 de la Ley 1116 de 2006 (Anexo 1). 

2. Actuando como promotor de la compañía Save Colombia Company S.A.S. en reorganización, comuniqué al 
Juzgado 21 Civil del Circuito de Bogotá el inicio del proceso de reorganización y solicité el envío del proceso 
ejecutivo promovido por Distribuidora de Papeles – Dispapeles S.A. contra SAVE COLOMBIA COMPANY 
S.A.S. identificado con expediente No. 201800270 a la Superintendencia de Sociedades, entidad que por 
ministerio de la Ley 1116 de 2006, asumió competencia en el caso concreto. 

3. Pese a lo anterior, el Juzgado 21 Civil del Circuito de Bogotá se abstuvo de realizar la conversión de títulos de 
depósito judicial a nombre de la Superintendencia de Sociedades. 

4. El 1 de abril de 2020 mediante auto No. 430-003077 la Superintendencia de Sociedades ordenó el 
levantamiento de las medidas cautelares decretadas en el proceso ejecutivo que cursaba en el Juzgado 21 Civil 
del Circuito de Bogotá, en los siguientes términos: “RESUELVE […] Segundo. Ordenar el levantamiento de 
las medidas cautelares de embargo decretadas sobre las cuentas bancarias y dineros de la sociedad 
concursada, por el Juzgado 21 Civil del Circuito de Bogotá en el proceso ejecutivo 201800270 incoado por 
Distribuidora de Papeles – Dispapeles S.A. en contra de Save Colombia Company S.A.S.” (Anexo 2). Sin 
embargo, dicha orden no ha sido materializada en la práctica debido a que el Juzgado 21 Civil del Circuito no 
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ha realizado la conversión de títulos de depósito judicial a la que se hizo referencia en los hechos 2 y 3 de la 
presente Acción de Tutela. 

5. El 7 de julio de 2020 se solicitó la conversión de títulos de depósito judicial al Juzgado 21 Civil del Circuito 
(Anexo 3). 

6. El 12 agosto de 2020 se volvió a requerir al Juzgado 21 Civil del Circuito para saber si había alguna respuesta 
frente a la solicitud elevada el 7 de julio del 2020. Frente a esta comunicación, Oscar Enrique Escobar 
Espinosa, secretario del despacho, manifestó: “respecto a, su petición de conversión de títulos, se adelantó el 
trámite para el registro de firmas y en este momento de está a la espera de un pronunciamiento por parte del 
área del Consejo Seccional de la Judicatura que tiene a su cargo ese procedimiento para que una vez se 
tenga la aprobación se realice la conversión solicitada” (Anexo 4). 

7. El 10 de septiembre de 2020 se solicitó al Juzgado 21 Civil del Circuito de Bogotá la aclaración respecto de la 
comunicación enviada por el secretario del Juzgado, el señor Oscar Enrique Escobar Espinosa, el 12 de agosto 
de 2020, sin obtener respuesta alguna de su parte (Anexo 5). Cabe resaltar que en dicho memorial se hizo 
énfasis en la importancia de realizar el trámite correspondiente a la conversión de los títulos de depósito 
judicial del proceso ejecutivo 201800270, toda vez que el juez competente para conocer del caso concreto 
(Superintendencia de Sociedades) ya había ordenado el levantamiento de las medidas cautelares decretadas en 
el proceso ejecutivo. 

8. El 6 de octubre de 2020 nuevamente se solicitó al Juzgado 21 Civil del Circuito de Bogotá D.C. la conversión 
de los títulos de depósito judicial del proceso ejecutivo 201800270 (Anexo 6). 

9. El 18 de noviembre de 2020 el proceso ingresó al despacho, sin embargo, no ha habido pronunciamiento 
alguno respecto de las múltiples solicitudes que se le han hecho al Juzgado 21 Civil del Circuito en el sentido 
de realizar la conversión de títulos de depósito judicial en el proceso ejecutivo 201800270 incoado por 
Distribuidora de Papeles – Dispapeles S.A. en contra de Save Colombia Company S.A.S. (Anexo 7). 

DERECHOS CUYA PROTECCIÓN SE DEMANDA 

Teniendo en cuenta los hechos expuestos anteriormente, en el caso concreto se vulneran los derechos a la 
administración de justicia y al debido proceso ya que: 

1. La Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) ha dispuesto que los Estados tienen la obligación de 
establecer mecanismos efectivos de defensa judicial. De esta manera, es necesario que los funcionarios 
judiciales tengan en cuenta el principio de plazo razonable consagrado en la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, particularmente en sus artículos 8 y 25, con el objetivo de evitar dilaciones injustificadas 
que impliquen la transgresión de derechos fundamentales. 

Al respecto, la Corte Constitucional en su Sentencia T-052 de 2018 reconoció que la CIDH ha establecido que 
para determinar un plazo razonable en un proceso judicial es necesario tener en cuenta: 

a. La complejidad del asunto: por lo que es necesario analizar “(i) qué se busca con el proceso; (ii) los 
hechos sobre los que versa; (iii) el material probatorio disponible y; (iv) demás averiguaciones 
necesarias para pronunciarse de fondo […]” (Sentencia T-052 de 2018, MP: Alberto Rojas Ríos). 

b. La actividad procesal del interesado: ya que es necesario tener en cuenta el impulso e interés en el 
proceso. 

c. La conducta de las autoridades judiciales: se refiere al impulso dado al proceso, el cumplimiento de 
términos y la evitación de cualquier retraso injustificado. 

A partir de lo anterior se evidencia que la complejidad del asunto es poca, ya que el artículo 20 de la Ley 1116 de 
2006 claramente dispone que: 
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ARTÍCULO 20. NUEVOS PROCESOS DE EJECUCIÓN Y PROCESOS DE EJECUCIÓN EN CURSO. A 
partir de la fecha de inicio del proceso de reorganización no podrá admitirse ni continuarse demanda de 
ejecución o cualquier otro proceso de cobro en contra del deudor. Así, los procesos de ejecución o cobro que 
hayan comenzado antes del inicio del proceso de reorganización, deberán remitirse para ser incorporados al 
trámite y considerar el crédito y las excepciones de mérito pendientes de decisión, las cuales serán tramitadas 
como objeciones, para efectos de calificación y graduación y las medidas cautelares quedarán a disposición 
del juez del concurso, según sea el caso, quien determinará si la medida sigue vigente o si debe levantarse, 
según convenga a los objetivos del proceso, atendiendo la recomendación del promotor y teniendo en cuenta 
su urgencia, conveniencia y necesidad operacional, debidamente motivada. 

 
De esta manera, si en el Juzgado 21 Civil del Circuito de Bogotá se estaba adelantando un proceso ejecutivo en 
contra de la sociedad que represento, es claro que el Juzgado debía enviar todo el proceso a la Superintendencia 
de Sociedades por haber perdido competencia en el caso concreto en virtud de la reorganización empresarial que 
se adelanta. Lo anterior implica necesariamente la conversión de títulos de depósito judicial correspondientes a las 
medidas cautelares decretadas en el otrora proceso ejecutivo 201800270 adelantado por Distribuidora de Papeles 
– Dispapeles S.A. en contra de Save Colombia Company S.A.S. 
 
De otro lado, en cuanto a la actividad procesal del interesado es importante tener presente que en múltiples 
oportunidades se ha solicitado al Juzgado 21 Civil del Circuito de Bogotá el cumplimiento integral de la orden 
dada por la Superintendencia de Sociedades el 25 de abril del 2019 (providencia No. 460-003372) según la cual el 
despacho debía remitir el proceso de ejecución al juez competente para que se adelante a cabalidad la 
reorganización empresarial. 
 
Adicionalmente, en relación con la conducta de la autoridad judicial, es evidente que el Juzgado 21 Civil del 
Circuito no ha ejecutado una orden dada desde hace más de un año sin que haya justificación legal que sustente 
este hecho, teniendo en cuenta además que en varias oportunidades se le han hecho solicitudes tendientes a que 
realice la conversión de títulos de depósito judicial. 
 
En la misma línea, la CIDH ha dicho que para determinar la razonabilidad del plazo en un proceso es importante 
tener en cuenta la celeridad, por lo que se espera del funcionario judicial una solución rápida y adecuada con el fin 
de evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable debido a la demora en la toma de una decisión. Sobre el 
particular, cabe destacar que el Juzgado 21 Civil del Circuito de Bogotá, al no realizar la conversión de títulos de 
deposito judicial en el proceso de la referencia en el momento en el que envió el expediente a la Superintendencia 
de Sociedades, generó que no hubiera manera de disponer de los recursos objeto de las medidas cautelares en el 
proceso de reorganización, por lo que no se está dando prevalencia a la ley sustancial por encima de la ley 
procedimental y, al mismo tiempo, la coducta del Juzgado compromete la competencia del juez del concurso en el 
proceso de reorganización. 

2. La Corte Constitucional, a partir de los lineamientos establecidos por la CIDH expuestos en el apartado 
anterior, ha dispuesto que, para que haya una lesión de derechos fundamentales debido a la mora de un 
operador judicial, es necesario analizar la razonabilidad del plazo y el carácter injustificado del 
incumplimiento. De esta manera es posible afirmar que hay una mora lesiva si se presenta: 

a. Incumplimiento de los términos judiciales: en el caso concreto se evidencia que hay una clara 
transgresión de los términos dados por la Ley 1116 de 2006 para que el juez que conocía de un proceso 
ejecutivo lo enviara a la Superintendencia de Sociedades. Lo anterior teniendo en cuenta que el envío 
del proceso y la prohibición legal de continuar cualquier actividad de cobro implica necesariamente el 
traslado integral del proceso ejecutivo para que se adelante al interior de la reorganización empresarial. 
De esta manera, la conversión de títulos de depósito judicial debió hacerse en el momento en el que el 
Juzgado 21 Civil del Circuito perdió competencia en el caso concreto en el primer semestre del año 
2019. 
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b. Desbordamiento del plazo razonable: en este punto, la Corte Constitucional ha dispuesto que debe 
valorarse la complejidad del asunto, la actividad procesal del interesado, la conducta de la autoridad 
competente y la situación global del procedimiento, elementos que ya fueron abordados para el caso 
concreto en el apartado inmediatamente anterior en el que se hizo referencia al desarrollo 
jurisprudencial de la CIDH. 

c. Falta de motivo o justificación razonable de la demora: en este punto hay que resaltar que el Juzgado 
Civil del Circuito de Bogotá no ha expresado una justificación razonable para la demora que se ha 
presentado en la conversión de títulos de depósito judicial, teniendo en cuenta que se trata de un trámite 
meramente procedimental que no requiere un análisis de fondo pues el juez competente ya se pronunció 
en el sentido de (i) ordenar el envío del proceso ejecutivo a la Superintendencia de Sociedades y; (ii) 
levantar las medidas cautelares decretadas.  

3. La Corte Constitucional en su sentencia SU-394 de 2016 especificó que el derecho al debido proceso en un 
plazo razonable es objeto de amparo constitucional cuando se presenta una mora judicial injustificada en un 
caso en el que puede materializarse un perjuicio. 

Sobre este punto, cabe destacar que el régimen de insolvencia (Ley 1116 de 2006) tiene como fin lograr la 
protección del crédito y la conservación de la empresa como unidad de explotación económica independiente 
y fuente generadora de empleo. Es por esto que dispone que el juez del concurso tiene la facultad de levantar 
medidas cautelares decretadas en procesos ejecutivos que se hayan adelantado en contra del deudor 
atendiendo criterios de “urgencia, conveniencia y necesidad operacional” (art. 20). Así, en el caso específico 
de Save Colombia Company S.A.S. en reorganización, el juez competente decretó el levantamiento de la 
medida cautelar del proceso ejecutivo que se adelantaba en el Juzgado 21 Civil del Circuito de Bogotá. Lo 
anterior debido a que estos recursos son necesarios para el adecuado desempeño de la compañía y para el 
éxito mismo del proceso de reorganización.  

Sin embargo, dicha orden no ha tenido eficacia debido a la demora injustificada del despacho para realizar la 
conversión de título de depósito judicial. Esta situación ha generado perjuicios a la compañía concursada, ya 
que no ha tenido acceso a estos recursos a pesar de que se trata de una medida urgente, conveniente y 
necesaria para el éxito del proceso de reorganización empresarial. Lo anterior, teniendo en cuenta que la 
coyuntura generada por la pandemia por COVID-19 ha dificultado aun más su operación, lo que genera que la 
demora del Juzgado 21 Civil del Circuito sea mucho más gravosa. 

4. Igualmente, el artículo 229 de la Constitución Política de 1991 establece el derecho fundamental de toda 
persona a acceder a la administración de justicia. Así, la Corte Constitucional, en la Sentencia T-283 de 2013 
definió que este derecho se encuentra estrechamente relacionado con el deber que tiene el Estado colombiano 
de facilitar las condiciones para el goce efectivo del derecho, lo que implica dar una solución célere a los 
asuntos que se ponen en conocimiento de los funcionarios judiciales. De esta manera, la Corte ha dispuesto la 
prohibición de incurrir en “dilaciones injustificadas en la administración de justicia y la procedencia de la 
acción de tutela frente a la protección del adecuado acceso a la administración de justicia en casos donde 
exista mora judicial” (Sentencia T-052 de 2018, MP: Alberto Rojas Ríos).  

PRETENSIONES  
  

Con fundamento en los hechos relacionados, solicito señor Juez disponer y ordenar a la parte accionada y a favor 
de la compañía que represento: 
  
PRIMERO. Tutelar el derecho a la administración de justicia y al debido proceso y, en consecuencia, ordenar 
que el JUZGADO 21 CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ proceda a resolver de fondo a la petición elevada en 
reiteradas oportunidades tendiente a que se realice la conversión de títulos de depósito judicial en el proceso 
ejecutivo 201800270 incoado por Distribuidora de Papeles – Dispapeles S.A. en contra de Save Colombia 
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Company S.A.S. con el fin de que esta última compañía pueda tener acceso a los recursos objeto de la medida 
cautelar que fue levantada por la Superintendencia de Sociedades. 
 

PRUEBAS 
 

Con el fin de establecer la vulneración de los derechos fundamentales, solicito se sirva tener como pruebas los 
documentos relacionados a continuación: 

1. Superintendencia de Sociedades, auto No. 460-003372 del 25 de abril del 2019 mediante el cual se 
admitió a SAVE COLOMBIA COMPANY S.A.S. en proceso de reorganización empresarial. 

2. Superintendencia de Sociedades, auto No. 430-003077  del 1 de abril de 2020 mediante el cual se ordenó 
el levantamiento de las medidas cautelares decretadas en proceso ejecutivo 201800270 adelantado en el 
en el Juzgado 21 Civil del Circuito de Bogotá, incoado por Distribuidora de Papeles – Dispapeles S.A. en 
contra de Save Colombia Company S.A.S.  

3. Solicitud enviada el 7 de julio de 2020 al Juzgado 21 Civil del Circuito de Bogotá con el fin de que 
realizara la conversión de títulos de depósito judicial de las medidas cautelares decretadas en proceso 
ejecutivo 201800270. 

4. Requerimiento enviado el 12 de agosto de 2020 al Juzgado 21 Civil del Circuito de Bogotá tendiente a 
saber si había algún tipo de respuesta en relación con la solicitud radicada el 7 de julio de 2020 y posterior 
respuesta del Secretario del despacho, señor Oscar Enrique Escobar Espinosa. 

5. Memorial radicado ante el Juzgado 21 Civil del Circuito de Bogotá solicitando la aclaración respecto de la 
comunicación enviada por Oscar Enrique Escobar Espinosa, Secretario del despacho, el 12 de agosto de 
2020 en respuesta al requerimiento que realicé como promotor de la compañía Save Colombia Company 
S.A.S. en reorganización. 

6. Solicitud enviada el 6 de octubre de 2020 al Juzgado 21 Civil del Circuito de Bogotá solicitando 
nuevamente la conversión de títulos de depósito judicial en el proceso ejecutivo 201800270. 

7. Captura de pantalla de la página web de consulta de procesos de la rama judicial en el que se evidencia 
que el proceso ingresó al despacho el 18 de noviembre de 2020. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO  
 

Fundamento esta Acción de Tutela en las siguientes disposiciones: 
a. Declaración universal de los derechos Humanos, artículo 8. 
b. Convención Americana sobre Derechos Humanos, artículos 8 y 25. 
c. Constitución política de Colombia de 1991, artículos 86 y 229. 

 
COMPETENCIA  

 
Señor Juez es usted competente para conocer del asunto por la naturaleza  de los hechos y por tener jurisdicción 
en el domicilio del Juzgado accionado. 
 

JURAMENTO  
 

Manifiesto bajo la gravedad de juramento que no he interpuesto otra acción de Tutela por los mismos hechos y 
derechos aquí relacionados, ni contra la misma autoridad. 

 
ANEXOS  

1. Superintendencia de Sociedades, auto No. 460-003372 del 25 de abril del 2019 mediante el cual se 
admitió a SAVE COLOMBIA COMPANY S.A.S. en proceso de reorganización empresarial. 
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2. Superintendencia de Sociedades, auto No. 430-003077  del 1 de abril de 2020 mediante el cual se ordenó 
el levantamiento de las medidas cautelares decretadas en proceso ejecutivo 201800270 adelantado en el 
en el Juzgado 21 Civil del Circuito de Bogotá, incoado por Distribuidora de Papeles – Dispapeles S.A. en 
contra de Save Colombia Company S.A.S.  

3. Solicitud enviada el 7 de julio de 2020 al Juzgado 21 Civil del Circuito de Bogotá con el fin de que 
realizara la conversión de títulos de depósito judicial de las medidas cautelares decretadas en proceso 
ejecutivo 201800270. 

4. Requerimiento enviado el 12 de agosto de 2020 al Juzgado 21 Civil del Circuito de Bogotá tendiente a 
saber si había algún tipo de respuesta en relación con la solicitud radicada el 7 de julio de 2020 y posterior 
respuesta del Secretario del despacho, señor Oscar Enrique Escobar Espinosa. 

5. Memorial radicado ante el Juzgado 21 Civil del Circuito de Bogotá solicitando la aclaración respecto de la 
comunicación enviada por Oscar Enrique Escobar Espinosa, Secretario del despacho, el 12 de agosto de 
2020 en respuesta al requerimiento que realicé como promotor de la compañía Save Colombia Company 
S.A.S. en reorganización. 

6. Solicitud enviada el 6 de octubre de 2020 al Juzgado 21 Civil del Circuito de Bogotá solicitando 
nuevamente la conversión de títulos de depósito judicial en el proceso ejecutivo 201800270. 

7. Captura de pantalla de la página web de consulta de procesos de la rama judicial en el que se evidencia 
que el proceso ingresó al despacho el 18 de noviembre de 2020. 

NOTIFICACIONES 
 

La parte accionante recibirá Notificaciones en el correo electrónico: juandiego@savecolombia.com  

Atentamente,    

    

                                              . 
Juan Diego Pedroza Cortés 
Representante Legal y Promotor 
SAVE COLOMBIA COMPANY S.A.S. EN REORGANIZACION. 
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ANEXOS 
 
Anexo 1. Superintendencia de Sociedades, auto No. 460-003372 del 25 de abril del 2019 mediante el cual se 
admitió a SAVE COLOMBIA COMPANY S.A.S. en proceso de reorganización empresarial. 
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Anexo 2. Superintendencia de Sociedades, auto No. 430-003077  del 1 de abril de 2020 mediante el cual se 
ordenó el levantamiento de las medidas cautelares decretadas en proceso ejecutivo 201800270 adelantado en el en 
el Juzgado 21 Civil del Circuito de Bogotá, incoado por Distribuidora de Papeles – Dispapeles S.A. en contra de 
Save Colombia Company S.A.S.  
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Anexo 3. Solicitud enviada el 7 de julio de 2020 al Juzgado 21 Civil del Circuito de Bogotá con el fin de que 
realizara la conversión de títulos de depósito judicial de las medidas cautelares decretadas en proceso ejecutivo 
201800270. 
 

 
 

 
 
Anexo 4. Requerimiento enviado el 12 de agosto de 2020 al Juzgado 21 Civil del Circuito de Bogotá tendiente a 
saber si había algún tipo de respuesta en relación con la solicitud radicada el 7 de julio de 2020 y posterior 
respuesta del Secretario del despacho, señor Oscar Enrique Escobar Espinosa. 
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Anexo 5. Memorial radicado ante el Juzgado 21 Civil del Circuito de Bogotá solicitando la aclaración respecto de 
la comunicación enviada por Oscar Enrique Escobar Espinosa, Secretario del despacho, el 12 de agosto de 2020 
en respuesta al requerimiento que realicé como promotor de la compañía Save Colombia Company S.A.S. en 
reorganización. 
 

 
 
A continiación se relaciona el memorial que se allegó al Juzgado 21 Civil del Circuito con el mensaje de datos 
expuesto en el presente anexo: 
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Anexo 6. Solicitud enviada el 6 de octubre de 2020 al Juzgado 21 Civil del Circuito de Bogotá solicitando 
nuevamente la conversión de títulos de depósito judicial en el proceso ejecutivo 201800270. 
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Anexo 7. Captura de pantalla de la página web de consulta de procesos de la rama judicial en el que se evidencia 
que el proceso ingresó al despacho el 18 de noviembre de 2020. 
 

 


